
Este mes de enero se cumple 
el 175 aniversario de la muerte 
de Francisco Javier de Burgos 
Olmo, el artífice de la división 
provincial de España, que fa-
lleció en 1848. El que fue uno 
de los grandes administrativis-
tas españoles y el arquitecto de 
nuestro Estado contemporáneo, 
había nacido en la población 
granadina de Motril el 22 de 
octubre de 1778. Muy aficiona-
do al estudio de los clásicos y 
a los saberes humanísticos, su 
padre le había destinado al sa-
cerdocio, una carrera por la que 
Burgos no sentía la más míni-
ma vocación. Tras una estancia 
en Madrid, en la que estableció 
fuertes lazos con el jurista y 
poeta Juan Meléndez Valdés, 
entró en la administración local 
de su Motril natal. Simpatizan-
te del reformismo ilustrado, du-
rante la Guerra de la Indepen-
dencia se alineó con el bando 
afrancesado, en la creencia de 
que éste amparaba la continua-
ción del programa de reformas 
auspiciado por la monarquía de 
los Borbones. Bajo José Bo-
naparte, Burgos fue nombrado 
subprefecto de Almería, un car-
go que sería el precedente de 
aquel a cuyo diseño dedicaría 
los mejores afanes de su vida: 
el de gobernador civil, que él 
denominaría subdelegado de 
Fomento. En aquel momento 
aquilató sus ideas que, desde 
una perspectiva reformista y 
antirrevolucionaria, veía en la 
administración pública, homo-
génea y jerárquica un instru-
mento de transformación social 
y económica de primer orden. 
Sin embargo, en aquel contex-
to de guerra, Burgos sólo pudo 
centrarse en evitar o en paliar 
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los abusos y la brutalidad del 
Ejército francés, que ignoraba 
a José Bonaparte, a sus minis-
tros y a sus agentes territoriales, 
puesto que sólo rendía cuentas 
ante Napoleón y sus mariscales. 

El retorno de Fernando VII 
significó para Javier de Bur-
gos el exilio en Francia hasta 
que, en 1819, se benefició de 
un perdón regio que le permi-
tió retornar a su patria. Allí 
vivió la convulsa política del 
Trienio Liberal y se implicó 
en un doble proceso de atrac-
ción: el de convencer al Rey y 
a sus ministros sobre la impor-
tancia que tenían las reformas 
administrativas y fiscales para 
solventar la precaria situación 
de la Corona; y el de persuadir 
a los liberales de que convenía 
modificar la Constitución de 
1812 para implantar una Mo-
narquía moderada que hiciera 
posible conciliar la tradición 
con la libertad y el gobierno re-
presentativo. El fracaso del ab-
solutismo durante el sexenio de 
1814 a 1820, y el del liberalis-
mo exaltado entre 1820 y 1823, 
otorgó una oportunidad a Bur-
gos de labrarse una carrera po-
lítica. Su habilidad a la hora de 
negociar los préstamos que evi-
taron la bancarrota de España 
en la segunda parte de los años 
veinte del XIX le acercaron a 
Fernando VII, para quien re-
dactó en 1826 una Exposición 
que concebía como un progra-
ma de reformas que abjuraba 
de los extremos absolutista y 
revolucionario, y que pretendía 
acabar con el estado de guerra 
civil larvada que existía en su 
país, y que se acabó convirtien-
do en guerra abierta ya en la 
década siguiente.

LA REFORMA DE LA 
ADMINISTRACIÓN Y LA 
DIVISIÓN PROVINCIAL.
Llamado por Fernando VII a 
Madrid, Javier de Burgos se 
convirtió, días después de la 
muerte del Rey, en ministro 
de Fomento del Gobierno de 
la Regencia de María Cristina 
de Borbón-Dos Sicilias. Por 
entonces, ese Ministerio no in-
cluía exclusivamente las Obras 

Públicas y las Comunicaciones, 
sino todas las competencias de 
Interior. Su existencia respon-
día a consideraciones muy del 
reformismo ilustrado, que aso-
ciaban desarrollo económico y 
policía. Esta última por enton-
ces se entendía como el “buen 
orden” que debía observarse 
y guardarse en los Estados, y 
que se ligaba al imperio efec-
tivo de las leyes establecidas 
para su mejor gobierno. Burgos 
realmente había nacido para el 
puesto y lo iba a demostrar en-
seguida. 

El 30 de noviembre de 
1833, apenas un mes después 
de su nombramiento, vio la luz 
su célebre decreto por el que 
se establecía la división terri-
torial de España en provincias, 
la obra por la que pasaría a 
la posteridad. En la exposi-
ción de motivos, justificaba 
la nueva planta provincial en 
la necesidad de dar rapidez y 
simultaneidad a la acción de la 
administración para que ésta 
pudiera ser eficaz. Esto no po-
día suceder si sus funcionarios 
no estaban convenientemente 
situados para conocer, por sí 
mismos, las necesidades de los 
ciudadanos y los medios de so-
correrlas. Por ello, las reformas 

administrativas por medio de 
las cuales la Corona pretendía 
“obtener los beneficios que 
meditaba hacer a los pueblos” 
necesitaba de una nueva divi-
sión civil del territorio. Burgos 
tributaba su reconocimiento a 
los trabajos “por varias comi-
siones y personas sobre tan im-
portante materia”, en referen-
cia a los anteriores proyectos 
de división provincial de los 
liberales, y de diseño de las 
prefecturas y las subprefecturas 
de los afrancesados, que habían 
servido de base para la reforma 
territorial que ahora culminaba. 
No obstante, los resultados no 
fueron los mismos. Combinan-
do magistralmente los criterios 
geográfico e histórico con las 
necesidades de la moderna ad-
ministración, Burgos dividió el 
territorio español “en la Penín-
sula e Islas adyacentes” –pues, 
por entonces, España contaba 
con territorios de ultramar en 
los otros cuatro continentes– 
en cuarenta y nueve provin-
cias, que tomaron el nombre 
de sus capitales respectivas a 
excepción de Navarra, Álava, 
Guipúzcoa y Vizcaya, que con-
servarían sus denominaciones 
históricas. El diseño se repro-
ducía en el artículo segundo del 

Decreto:
La Andalucía, que com-

prende los reinos de Córdoba, 
Granada, Jaén y Sevilla, se 
divide en las ocho provincias 
siguientes: Córdoba, Jaén, 
Granada, Almería, Málaga, 
Sevilla, Cádiz y Huelva. El de 
Aragón se divide en tres pro-
vincias, a saber: Zaragoza, 
Huesca y Teruel. El principado 
de Asturias forma la provincia 
de Oviedo. Castilla la Nueva 
continúa dividida en las cinco 
provincias de Madrid, Toledo, 
Ciudad Real, Cuenca y Gua-
dalajara. Castilla la Vieja se 
divide en ocho provincias, a 
saber: Burgos, Valladolid, Pa-
lencia, Ávila, Segovia, Soria, 
Logroño y Santander. Cataluña 
se divide en cuatro provincias: 
Barcelona, Tarragona, Lérida 
y Gerona. Extremadura se di-
vide en las de Badajoz y Cáce-
res. Galicia en las de Coruña, 
Lugo, Orense y Pontevedra. El 
reino de León en las de León, 
Salamanca y Zamora. El de 
Murcia en las de Murcia y Al-
bacete. El de Valencia en las de 
Valencia, Alicante y Castellón 
de la Plana. Pamplona, Vito-
ria, Bilbao y San Sebastián son 
las capitales de las provincias 
de Navarra, Álava, Vizcaya y 
Guipúzcoa. Palma la de las Is-
las Baleares. Santa Cruz de Te-
nerife la de las Islas Canarias.

Como puede observarse, la 
diferencia más importante con 
la división provincial actual es 
que, en tiempos de Javier de 
Burgos, las islas Canarias se 
englobaron en una sola pro-
vincia, y así permanecieron 
durante prácticamente un siglo 
hasta que, en 1927, ya durante 
la dictadura del general Miguel 
Primo de Rivera, las tres islas 
más orientales constituyeron la 
provincia de Las Palmas y las 
cuatro más occidentales la de 
Santa Cruz de Tenerife. 

El decreto señalaba la ex-
tensión y límites de cada una 
de las nuevas provincias, y 
establecía que si un municipio 
situado en la extremidad de 
una provincia tenía parte de 
su término dentro de la pro-
vincia contigua, ese territorio 
pasaría también a pertenecer a 

María Cristina de Borbón, reina de España, por Vicente López Porta-
ña (1830). 
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la provincia a la que se hubie-
ra adscrito al municipio “aun 
cuando la línea divisoria ge-
neral parezca separarlos”. Los 
límites de las provincias que 
lindaran con la frontera fran-
cesa o la portuguesa debían 
entenderse de conformidad con 
los tratados internacionales vi-
gentes, aunque “sin perjuicio 
del resultado de las rectifica-
ciones sobre límites o derechos 
de pastos en varios puntos de 
una u otra frontera”. Javier 
de Burgos estableció también 
que la división de provincias 
no rigiera únicamente en el 
orden administrativo, puesto 
que las viejas demarcaciones 
de carácter militar, judicial 
o hacendístico heredadas del 
Antiguo Régimen deberían ser 
modificadas para adaptarlas a 
las nuevas circunscripciones 
territoriales. Los derechos de 
mancomunidad en pastos, rie-
gos y otros aprovechamientos 
de carácter intermunicipal que 
afectaran a las localidades de 
diferentes provincias, se man-
tendrían también con carác-
ter provisional, hasta que se 

1  Gaceta de Madrid, 3-XII-1833.

2  Gaceta de Madrid, 23-X-1833; y 3-XII-1833.

aprobara el nuevo decreto que 
Javier Burgos tenía en estudio 
sobre acotamientos y cerra-
mientos de heredades, y que 
buscaba impulsar la actividad 
agrícola. 

EL SUBDELEGADO DE 
FOMENTO: EL ORIGEN DE 
LOS GOBIERNOS CIVILES.
Con las provincias nació tam-
bién un nuevo funcionario que 
arraigaría en España ya para 
toda la Edad Contemporánea. 
Javier de Burgos lo bautizó 
como “subdelegado de Fomen-
to”, esto es, como un delegado 
de su Ministerio que actuaría en 
cada provincia por orden directa 
suya. Como “agentes especia-
les de prosperidad”, el deber 
primordial de los subdelegados 
de Fomento sería proteger “a 
todos los intereses legítimos”, 
“estudiar las necesidades lo-
cales”, “socorrerlas él mismo” 
o “proponer al Gobierno los 
medios de [hacerlo]”. Con el 
paso al régimen constitucional, 
este funcionario cambiaría su 
denominación primero a “jefe 

político” y luego a “gobernador 
civil”, el nombre que durante si-
glo y medio tuvieron lo que hoy 
llamamos “subdelegados del 
Gobierno”. El nuevo funciona-
rio creado por Javier de Burgos 
iría ganando atribuciones hasta 
convertirse en la figura predo-
minante de la administración 
territorial antes de la España de 
las autonomías, que lo vaciaría 
de contenido para convertirlo 
en un mero delegado de orden 
público. 

En el decreto de 1833, Bur-
gos encomendaba a los nuevos 
subdelegados de Fomento, 
como la primera de sus tareas, 
la de marcar los confines de sus 
provincias respectivas. Muy en 
relación con ello, debían de re-
unir las observaciones que las 
autoridades locales hicieran 
sobre la agregación o la sepa-
ración de los municipios para 
determinar su provincia de per-
tenencia, con el fin de preparar 
las modificaciones destinadas 
a corregir y perfeccionar los 
límites de la nueva división 
provincial. Los subdelegados 
también se encargarían de 

confeccionar planos topográfi-
cos exactos de cada una de sus 
provincias, que serían la base 
para levantar una nueva “carta 
general del reino”1.

Los subdelegados de Fo-
mento se dividían en tres 
categorías, en función de la 
población y la relevancia eco-
nómica de las provincias don-
de ejercieran el mando. Los de 
primera clase desempeñarían 
las subdelegaciones de Barce-
lona, Cádiz, Granada, La Co-
ruña, Madrid, Málaga, Sevilla 
y Valencia. Los de segunda, las 
subdelegaciones de Alicante, 
Córdoba, Murcia, Oviedo, To-
ledo, Valladolid y Zaragoza. 
Y los de tercera clase harían 
lo propio en las treinta y cua-
tro provincias restantes. Cada 
subdelegación sería dotada, 
por medio de los “fondos de 
policía”, de un número fijo de 
funcionarios auxiliares, que 
podría aumentar en función 
“de los bienes que promuevan 
los subdelegados, o cuando 
la experiencia demuestre no 
ser suficientes los que aquí se 
señalan”. Además, se creaban 
entre uno y dos “subdelegados 
de partido” por provincia, de-
pendiendo de la extensión y la 
población de cada una de ellas, 
que residirían y actuarían en un 
número equivalente de “pobla-
ciones principales” que no fue-
ran la capital2. 

Javier de Burgos impulsó 
la profesionalización de los 
funcionarios al establecer que 
se nombraran subdelegados 
sólo entre aquellos “sujetos 
versados en los conocimientos 
administrativos”, y dotados 
de “la actividad, capacidad y 
el patriotismo” que exigía su 
puesto. Sus competencias eran 
variadísimas y se extendían a 
los siguientes ramos:

La estadística general del 
reino, y la fijación de límites 
de las provincias y pueblos; el 
arreglo de pesos y medidas; la 
construcción y conservación de 
los caminos, canales, puertos 
mercantes, puentes y todas las 

Modelo provincial ideado por Javier de Burgos en 1833.



4 EFEMÉRIDES • Nº 33

obras públicas; la navegación 
interior; el fomento de la agri-
cultura; las casas de monta y 
depósitos de caballos padres; 
los viveros y crías de ganados; 
el comercio interior y exterior; 
la industria, las artes, oficios y 
manufacturas; los gremios; las 
nuevas poblaciones estableci-
das o proyectadas mientras 
gocen de privilegios especia-
les; las obras de riego y de-
secación de terrenos pantano-
sos; los desmontes; el plantío 
y conservación de los montes 
y arbolados; las roturaciones 
y cerramiento de tierras, y 
la distribución y aprovecha-
miento de las de propios, co-
munes y baldíos; las minas y 
canteras; la caza y la pesca; 
la instrucción pública; las uni-
versidades, colegios, socieda-
des, academias y escuelas de 
primera enseñanza; la impren-
ta y periódicos, bien sean del 
Gobierno o de particulares; los 
correos, postas y diligencias; 
todos los establecimientos de 
caridad o de beneficencia; los 
ayuntamientos y hermandades; 
las juntas y tribunales de co-
mercio; las ferias y mercados; 
el ramo de sanidad con sus la-
zaretos, aguas y baños minera-
les; los teatros, y toda clase de 
diversiones y recreos públicos; 
la policía urbana y rústica, y 
la de seguridad pública, tanto 
exterior como interior; el juz-
gado de vagos y mal entrete-
nidos; las cárceles, casas da 
corrección y presidios; el go-
bierno económico y municipal 
de los pueblos; el cuidado y 
administración de sus propios 
y arbitrios; los alistamientos, 
sorteos y levas para el Ejérci-
to y Marina con la debida in-
tervención de los respectivos 
Ministerios de estas armas; 
los conservatorios de artes y 
de música; y, finalmente, todos 
los demás objetos que, aunque 
no se hallen expresados, co-
rresponden o sean análogos a 
las clases indicadas3.

3  Gaceta de Madrid, 9-XI-1832.

4  Gaceta de Madrid, 3-XII-1833.

5  Juan Cristóbal Gay Armenteros, Javier de Burgos. El reformista ilustrado, Madrid, Gota a Gota, 2014, p. pp. 74-75.

Javier de Burgos dispuso, 
además, que los subdelegados 
de Fomento hicieran cada año 
una visita a alguna parte del 
territorio bajo su mando, “de 
manera que en dos o tres años 
le hayan recorrido todo”; y sólo 
percibirían una indemnización 
por gastos de viaje si de éste 
“resultan bienes materiales a su 
provincia, y no en otro caso”. 
Precisamente porque la protec-
ción de los intereses generales 
era el objeto principal de la ad-
ministración, los subdelegados 
que no los favorecieran “sin 
descanso” y los que no promo-
vieran “bienes efectivos” para 
sus provincias serían separados 
de sus destinos, “cualquiera 
que sea la causa que les haya 
impedido hacer el bien”4. 

Para asegurarse de que así 
fuera, Burgos envió también a 
la Gaceta de Madrid (el anti-
guo Boletín Oficial del Estado) 
una extensa Instrucción en la 
que concretaba las funciones 
y campos de actuación de los 
futuros gobernadores civiles, 
y que se convertiría en la fu-
tura “cartilla” de los altos fun-
cionarios de la administración 
territorial del XIX. En ella, 
además de defender la libertad 
económica frente a las estruc-
turas gremiales, se proclamaba 
el imperio de la ley frente a la 
arbitrariedad administrativa: 
“Los Subdelegados de Fomen-
to son empleados de ejecución, 
y como tales no pueden mandar 
ni prohibir sino lo que manden 
o prohíban las leyes, las Reales 
Órdenes y las Instrucciones del 
ramo”. También se promovía 
la progresiva homogeneiza-
ción del gobierno local, que 
otorgaba a los ayuntamientos 
un nuevo lugar en la jerarquía 
administrativa: “Los Ayunta-
mientos son el conducto por 
donde la acción protectora del 
Gobierno se extiende desde el 
palacio del grande a la choza 
del labrador”5. 

La división provincial y el 

gobierno de las provincias sería 
la contribución que más fama 
daría a Javier de Burgos. No 
obstante, no sería la última, ni 
la única valiosa. El administra-
tivista granadino también ten-
dría, cuando le tocara presidir 
la comisión parlamentaria de 
Hacienda, una destacadísima 
intervención en la reforma 
fiscal de los años cuarenta del 
XIX, que convirtió el abiga-
rrado sistema de impuestos del 
Antiguo Régimen en otro más 
racionalizado, homogéneo y 
equitativo, que fue capaz de 
responder al desafío de las cre-
cientes necesidades de un Esta-
do en construcción, que debía 
proveer de servicios cada vez 
más amplios y variados a los 
nuevos ciudadanos españoles, 
y que se mantendría vigente 
en sus líneas maestras durante 
más de siglo y medio, hasta los 
años setenta del siglo XX.

En resumen, la obra admi-
nistrativa de Javier de Burgos 
logró acoplar en unos moldes 
racionales la estructura territo-
rial de la Monarquía española 
heredada del Antiguo Régimen. 
Con aquella, pretendió acabar 
con las desigualdades legales y 
administrativas entre los espa-
ñoles, fruto de unos particula-
rismos forales que hundían sus 
raíces en los privilegios esta-
mentales y territoriales que da-
taban de la Edad Media y que, 
con la abolición de los seño-
ríos y el establecimiento de la 
libertad civil, se habían hecho 
incompatibles con la moderna 
concepción de las naciones, 
nuevos cuerpos políticos que 
presuponían una ciudadanía 
libre en la que el imperio de 
la ley tenía como reverso in-
eludible unas leyes comunes 
para todos. Por otra parte, la 
puesta en marcha de un Estado 
moderno dependía, para Javier 
de Burgos, de la existencia de 
hombres con preparación y 
con ética pública intachable, 
dispuestos una vez alcanzada 

su independencia personal a 
trabajar por los intereses gene-
rales, condiciones que se eng-
lobaban en lo que por entonces 
se definía como “patriotismo”. 
El reformismo ilustrado y el 
administrativismo de Javier de 
Burgos eran los ideales de un 
liberal que buscaba poner en 
España las bases de una socie-
dad que fuera capaz de regirse 
por medio de un sistema cons-
titucional y representativo. Lo 
acabaría logrando.
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